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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

                           EXP. Inc. Desacato. 1°. 66001-22-13-000-2015-00227-00
___________________________________________________________________________________________________

INCIDENTE DE DESACATO/ Suministro de respuesta al derecho de petición
“(…) la funcionaria del DPS acusada de desacato, aún antes de interponerse la acción de tutela había dado respuesta al derecho de petición elevado por la señora Ana Lid Valladares Marulanda el 21 de enero de 2015, de manera tal que no es del caso imponer sanción alguna en su contra, razón por la cual esta Sala, dará por terminado el incidente por desacato al fallo de tutela.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia. T-527 de 2012.
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala Civil Familia 

Magistrado Ponente: 

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, veintiséis (26) de enero de dos mil dieciséis (2016)

Acta No. 24 de 25-01-2016
Expediente 66001-22-13-000-2015-00227-00
I. Asunto

Decide la Sala el incidente de desacato propuesto por la ciudadana ANA LID VALLADARES MARULANDA, contra TATYANA OROZCO DE LA CRUZ, Directora General del DEPARTAMENTO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL, en adelante DPS.
II. Antecedentes
1. Mediante sentencia calendada el 19 de junio de 2015, esta Sala de Decisión del Tribunal concedió el amparo al derecho fundamental de petición de la señora Valladares Marulanda frente a la Directora General del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, a quien se ordenó que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación del fallo de tutela, diera respuesta a la petición elevada por la citada accionante el 21 de enero de 2015, relacionada con su inclusión en el listado de posibles beneficiarios del subsidio familiar de vivienda.

2. El 12 de noviembre último, la señora Ana Lid promovió incidente de desacato, argumentando que la entidad accionada no le ha contestado sus pretensiones, es madre cabeza de hogar y está en una situación de extrema vulnerabilidad.

3. Previo al inicio del incidente, esta Sala dispuso requerir a la funcionaria del DPS encartada, para que diera cuenta si dio o no respuesta a la accionante, respecto del derecho de petición por ella elevado el 21 de enero de 2015. Hubo silencio.

4. Visto lo anterior, mediante auto del primero de diciembre de 2015 se ordenó la apertura del incidente de desacato.

5. Notificado el auto de apertura, el DPS hizo entrega al Tribunal de una serie de documentos, entre los cuales se destaca un escrito de fecha 26 de enero de 2015, dirigido a la señora Ana Lid Valladares Marulanda, en el que se da respuesta de fondo a su derecho de petición del 21 de enero de la misma anualidad, con la constancia de haber sido entregado por el correo certificado nacional de 472.

6. El 20 de enero del año que cursa, se hizo presente la señora Ana Lid Valladares Marulanda en este Despacho, a quien se indagó sobre la respuesta del DPS a su derecho de petición, expresando que no recordaba si recibió o no el escrito de la entidad accionada, que se le puso de presente y entregó copia del mismo; además se le leyó su contenido, toda vez que manifestó que no sabía leer ni escribir.

II. Consideraciones
1. Este Tribunal es competente para resolver sobre el trámite incidental bajo estudio, toda vez que fue la autoridad judicial que profirió el fallo de tutela, que se aduce fue incumplido por la funcionaria accionada del DPS. 

2. El incidente de desacato es un mecanismo de creación legal que procede a petición de la parte interesada, de oficio o por intervención del Ministerio Público, el cual tiene como propósito que el juez o jueza Constitucional, en ejercicio de sus potestades disciplinarias, sancione con arresto y multa a quien desatienda las órdenes de tutela mediante las cuales se protejan derechos fundamentales. Este trámite está regulado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 y ha sido entendido como un procedimiento que se inscribe en el ejercicio del poder jurisdiccional sancionatorio. Su trámite puede concluir con la expedición de una decisión adversa al accionado(a), circunstancia en la cual debe surtirse el grado jurisdiccional de consulta ante el superior jerárquico con el propósito de que se revise la actuación de primera instancia
.

3. Es entendido, entonces, el ‘desacato’ como el incumplimiento injustificado y voluntario de la orden impartida por el juez o jueza de tutela, con base en las facultades que le otorga el decreto 2591 de 1991, tendiente a garantizar la protección de derechos fundamentales del actor o actora.
4. Al igual que cualquier otra actuación judicial, se deben respetar las garantías del debido proceso y el derecho de defensa de quien se afirma ha incurrido en desacato. Con todo, quien sea acusado de incumplir una orden judicial, no podrá aducir la ocurrencia de hechos nuevos como causal para haberse sustraído a tal obligación judicial.
5. El ámbito de acción del Juez en el incidente de desacato está definido por la parte resolutiva del fallo, a fin de determinar de manera prioritaria los siguientes elementos: (i) a quién estaba dirigida la orden; (ii) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (iii) y cuál es el alcance de la misma. Tras verificarse estos elementos, el juez del desacato podrá entrar a determinar si en efecto la orden judicial por él revisada fue o no cumplida por el destinatario de la misma (conducta esperada).

6. Lo anterior conlleva que el incidente de desacato puede concluir de diferentes maneras: (i) En primer lugar, dando por terminado el incidente por haberse encontrado que el fallo cuyo incumplimiento se alega fue efectivamente acatado en debida forma y de manera oportuna por el destinatario de la orden. (ii) En segundo lugar, se continúa con el trámite del incidente de desacato de comprobarse que en efecto subsiste el incumplimiento, en cuyo caso el juez de tutela deberá “identificar las razones por las cuales se produjo, con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho, y si existió o no responsabilidad subjetiva de la persona obligada.”

7. Finalmente, en caso de comprobarse responsabilidad en el incumplimiento, deberá imponer la sanción adecuada - proporcionada y razonable - a los hechos.
III. Del caso concreto
1. Para efectos de resolver el caso concreto, como antes se señaló, se analizarán los siguientes elementos, a los cuales ya se hizo referencia: (i) A quién estaba dirigida la orden; (ii) Cuál fue el término otorgado para ejecutarla, y (iii) Cuál es el alcance del mandato.
2. Se tiene, entonces, que la orden judicial fue dirigida a la Directora General del Departamento para la Prosperidad Social, doctora TATYANA OROZCO DE LA CRUZ, consistente en dar respuesta en el término de 48 horas siguientes a la notificación del fallo de tutela, a la petición elevada el 21 de enero de 2015 por ANA LID VALLADARES, relacionada con el listado de posibles beneficiarios del subsidio de vivienda. 
3. A este Despacho el DPS hizo entrega de una serie de documentos, entre los cuales se destaca un escrito de fecha 26 de enero de 2015, dirigido a la señora Ana Lid Valladares Marulanda, en el que se da respuesta de fondo a su derecho de petición del 21 de enero de la misma anualidad, con la constancia de haber sido entregado por el correo certificado nacional de 472.

4. En dicho escrito se le informa a la accionante que “no es posible tener en cuenta su solicitud de inclusión en el listado de potenciales beneficiarios del Subsidio Familiar de Vivienda 100% en Especie – SFVE, ya que no cumple con las condiciones requeridas, de acuerdo al procedimiento de identificación establecido en los artículos 7 y 8 del Decreto 1921 de 212, modificado por los artículos 4 y 5 del Decreto 2164 de 2013.”.  Más adelante se le ofrece una amplia información del programa y los argumentos de la negativa.

5. De todas maneras, el 20 de enero del año que cursa, se hizo presente la señora Ana Lid Valladares Marulanda en este Despacho, a quien se indagó sobre la respuesta del DPS a su derecho de petición, expresando que no recordaba si recibió o no el escrito de la entidad accionada, que se le puso de presente y entregó copia de la mismo; además se le leyó su contenido, toda vez que manifestó que no sabía leer ni escribir.

6. Bajo estas condiciones se impone señalar que la funcionaria del DPS acusada de desacato, aún antes de interponerse la acción de tutela había dado respuesta al derecho de petición elevado por la señora Ana Lid Valladares Marulanda el 21 de enero de 2015, de manera tal que no es del caso imponer sanción alguna en su contra, razón por la cual esta Sala, dará por terminado el incidente por desacato al fallo de tutela.
7. En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil Familia, 
RESUELVE:
Primero: Dar por terminado el incidente de desacato contra la Directora General del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social – DPS-, doctora TATYANA OROZCO DE LA CRUZ; en consecuencia, se abstiene de imponer sanción alguna, por las razones expuestas en precedencia.
Segundo: Comunicar a los interesados en la forma prevista por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase
Los Magistrados
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO              CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Fls. 1-2 c. incidente.


� Fls. 10-14 ib.


� Fls. 16-47 ib.


� Fl. 48 ib.


� La norma en cita, de manera concreta, señala: “…La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales [...]”


“La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción. La consulta se hará en el efecto devolutivo…”.


� Corte Constitucional. Sentencia. T-527 de 2012 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Fls. 16-47 ib.


� Fls. 27-33 ib.


� Fl. 48 ib.
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